	 

	En Mendoza, a los veintisiete días del mes de julio del año dos mil once, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa N° 96.933, caratulada: "LIZETA S.A. C/ MUNICIPALIDAD DE LUJÁN DE CUYO S/ A.P.A." 

Conforme lo decretado a fs. 176 se deja constancia del orden de estudio efectuado en la causa para el tratamiento de las cuestiones por parte de los Señores Ministros del Tribunal: primero: DR. JORGE J. H. NANCLARES; segundo: DR. FERNANDO ROMANO; tercero: DR. MARIO ADARO. 

ANTECEDENTES: 

A fs. 10/16 el Sr. Alejandro R. GARBUIO se presenta por LIZETA S.A., con patrocinio letrado, por quien interpone acción procesal administrativa contra la Municipalidad de Luján de Cuyo, a fin de que se anule el acto originario -Resolución SH n° 1038- por el que se le denegó la baja en la facturación de servicios al Padrón Municipal n° 34.756, correspondiente a un predio de su propiedad, así como los actos consecuentes posteriores que confirmaron la decisión. 

A fs. 22 se admite formalmente la acción interpuesta con orden de correr traslado al Sr. Intendente Municipal de Luján de Cuyo y al Sr. Fiscal de Estado; quienes contestan a fs. 34/38 vta. y 41/42, respectivamente. 

A fs. 51 vta. se dicta el decreto que hace conocer a las partes la nueva integración del Tribunal. 

Aceptadas y rendidas las pruebas ofrecidas, se agregan a fs. 164/171 vta. los alegatos de las partes. 

A fs. 173/174 se agrega el dictamen del Sr. Procurador General, quien propicia el rechazo de la demanda por entender que no asiste razón al accionante. 

A fs. 175 se llama al acuerdo para dictar sentencia y a fs. 176 se deja constancia del orden de estudio dispuesto en la causa para el tratamiento de las cuestiones por el Tribunal. 

De conformidad con lo establecido por el art.160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente la Acción Procesal Administrativa interpuesta? 

SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿qué solución corresponde? 

TERCERA CUESTIÓN: Costas. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

I. RELACIÓN SUCINTA DE LAS CUESTIONES PLANTEADAS. 

1.- Posición de la parte actora. 

A fs. 10/16 el Sr. Alejandro R. GARBUIO se presenta por LIZETA S.A., con patrocinio letrado, por quien interpone acción procesal administrativa contra la Municipalidad de Luján de Cuyo, a fin de que se anule el acto originario -Resolución SH n° 1038- por el que se le denegó la baja en la facturación de servicios al Padrón Municipal n° 34.756, correspondiente a un predio de su propiedad, así como los actos consecuentes posteriores que confirmaron la decisión. 

Relata que en septiembre de 1998 el Sr. Alejandro GARBUIO compró un terreno que era parte de otro de mayor extensión, propiedad de la Sra. Rosa FIORETTI de OLIVIERI, con servidumbre de paso sobre este inmueble. Expresa que el inmueble que adquirió fue eximido por el Municipio de Luján de Cuyo del pago de servicios municipales, por no limitar el terreno con calle pública alguna. 

Manifiesta que ha transferido la propiedad del inmueble en cuestión a la sociedad comercial "LIZETA S.A.", en concepto de aporte de capital, por lo que el Municipio demandado creó nuevamente un padrón (n° 34.756). Asimismo, expresa que inició una vez más los trámites municipales a los fines de obtener la exención de las tasas municipales respecto de la nueva propietaria y que esta vez le fue denegada tal solicitud en forma arbitraria. 

Afirma que interpuso los correspondientes recursos administrativos respecto de tal decisión con resultado negativo, lo que lo ha llevado a ocurrir a esta vía jurisdiccional. Destaca el hecho de que el terreno cedido a "LIZETA S.A." no tiene salida a calle pública alguna, por lo que no puede recibir ningún servicio municipal tal como extracción de residuos domiciliarios, mantenimiento, conservación de la vía pública y alumbrado, cuyas tasas la demandada ha denegado su eximición. 

Denuncia la existencia de ilegitimidad por arbitrariedad en el obrar de la Administración, por la inexistencia de contraprestación respecto de las tasas que se le pretenden cobrar y por la existencia de desproporción con las tarifas que se le exigen. 

Cita doctrina y jurisprudencia del Máximo Tribunal Nacional. 

Funda en derecho y ofrece prueba. 

En su escrito de evacuación de traslado obrante a fs. 48/50 vta., manifiesta que nunca fue notificada en forma expresa del levantamiento de la eximición del pago de servicios del inmueble de "LIZETA S.A.". Asimismo, impugna el plano adjuntado por la demandada, cuya copia obra a fs. 30, alegando que la prolongación de calle Godoy Cruz que allí consta en realidad no existe. Finalmente, expresa que los servicios que el Municipio pretende cobrarle, en rigor ya son pagados por la propietaria del fundo frentista, la Sra. FIORETTI de OLIVIERI, respecto del cual la propiedad de la actora goza de una servidumbre de paso para poder salir a la calle pública Serpa. 

2.- Posición del Municipio demandado. 

A fs. 34/38 vta. se hace parte la Municipalidad de Luján de Cuyo mediante apoderado, quien formula una negativa genérica de las afirmaciones de la actora. Defiende la validez y eficacia de las resoluciones impugnadas en la demanda. 

Expresa que los cónyuges GARBUIO-LÓPEZ son co-propietarios del inmueble correspondiente al Padrón Municipal n° 26.329 con frente a calle pública Federico Serpa n° 717 de Luján de Cuyo.Asimismo afirma que con fecha 03.11.1998 el matrimonio adquirió otro inmueble colidante al anterior -al que se anexó el nuevo- sin frente a calle pública, dándosele el alta municipal a través del Padrón n° 34.756. 

Manifiesta que bajo tales condiciones la cónyuge del Sr. Alejandro GARBUIO inició las actuaciones n° 1086-L-99 en las que obtuvo, el día 08.05.2000, la baja del cargo de deuda del inmueble en cuestión. 

Afirma que con posterioridad, el día 17.05.2000, dicho inmueble fue transferido como aporte de capital a "LIZETA S.A.", de la cual el Sr. GARBUIO es accionista y representante. Asimismo, en forma simultánea se constituyó derecho real de servidumbre permanente y gratuita de paso a favor de este inmueble hacia calle Serpa. 

Destaca que en el año 2002, "LIZETA S.A.", por intermedio de su apoderado, el Sr. Alejandro GARBUIO, solicitó la baja de los cargos y de la deuda acumulada por los mismos servicios municipales alegando que el inmueble no contaba a dicha fecha con ningún servicio municipal por no tener acceso directo a la vía pública. En relación a ello, afirma que el Municipio denegó tal pedido, atento a las nuevas circunstancias apun-tadas y a los informes de diversas áreas municipales que dieron cuenta de que el inmueble en cuestión goza en la actualidad de servicios municipales en forma directa o indirecta. 

Ofrece prueba, funda en derecho y solicita el rechazo de la demanda con costas. 

3.- Fiscalía de Estado. 

A fs. 41/42 se hace parte el Director de Asuntos Judiciales de Fiscalía de Estado, quien manifiesta que su intervención se limitará, en orden a la plataforma fáctica controvertida, al estado de cosas descripto en el responde, al que adhiere en todas sus partes y a cuya acreditación, manifiesta, orientará su actividad probatoria. 

Ofrece prueba, formula reserva del caso federal y solicita el rechazo de la demanda. 

4.- Dictamen del Procurador General del Tribunal. 

A fs. 173/174 emite dictamen el Sr.Procurador General quien propicia el rechazo de la demanda, por entender que la situación actual del inmueble de la actora es la descripta por la demandada y que la misma se ha modificado desde la oportunidad en que se eximió del pago de los servicios a sus anteriores propietarios. Afirma que en la actualidad el fundo en cuestión posee luz y cloaca y que ha dejado de ser un anexo de otra propiedad para constituirse en una unidad independiente. Expresa que el Código Tributario Municipal es claro en cuanto a que si el inmueble recibe los servicios indirec-tamente por la calle a la que tiene salida en virtud de la servidumbre de paso que posee sobre otra propiedad, debe abonar los servicios de los que se beneficia, no obstante la eventual deficiencia en la prestación de los mismos. 

II. PRUEBA RENDIDA. 

A) Instrumental. 

* Copia de Poder General Amplio emitido por "LIZETA S.A." a favor de Alejandro R. GARBUIO, de fecha 23.11.2000, con constancia de legalización (fs. 1/6). 

* Copia de Resolución n° 392-2009 del H. Concejo Deliberante de Luján de Cuyo (fs. 8). 

* Copia de matrícula n° 138.092/6 del Registro de la Propiedad Raíz. (fs. 9 y vta.). 

* Expedientes administrativos n° 1378-02 y 1086-L-99, según constancias de fs. 20. 

* Copia de plano de mensura y fraccionamiento correspondiente al padrón municipal n° 26.326 (fs. 29). 

* Copia de plano en que consta ubicación de padrones municipales n° 34.756 y 26.329 (fs. 30). 

* Copia de informe emitido por el Inspector municipal Ezequiel Zimmino (fs. 31/32). 

* Copia de constancia de la Dirección de Obras Privadas del Municipio de Luján de Cuyo, de fecha 30.10.2009 (fs. 44). 

* Copia de nota suscripta por el Sr. GARBUIO en representación de "LIZETA S.A.", de fecha 20.11.2009 (fs. 46 y vta.). 

* Copia de intimación administrativa librada por el Municipio de Luján de Cuyo a la actora, de fecha 18.11.2009 (fs. 47). 

B) Testimonial. 

* Mónica F.NAJURIETA, domiciliada en calle Serpa 658 de Luján de Cuyo. Afirma ser vecina de la actora desde hace diez años, tener relación de amistad con su representante, y tener interés en la resolución de este pleito por entender que la cuestión atañe a su domicilio también. Afirma no haber visto nunca que el Municipio ingrese hasta la propiedad de la actora a los fines de prestar algún servicio. Manifiesta que su propiedad está ubicada al Sur de la de la actora y que comparten un pasaje comunero que no es calle pública, del que se ocupan de mantener en forma conjunta con el representante de la actora. Entiende que ese pasaj e se ubica sobre la propiedad de la Sra. FIORETTI, la que era dueña del terreno que abarca el fundo de la testigo y el de la actora. Expresa que dicho pasaje no tiene acceso al público, que se encuentra cerrado por un portón colocado a costo de la actora y de la testigo, y que no recibe servicios municipales tales como barrido, recolección de residuos, etc. (fs. 68 y vta.). 

* Carlos A. COMARÍN, domiciliado en calle Serpa 1241 de Luján de Cuyo. Expresa conocer a ambas partes del proceso y que no le comprende las generales de la ley. Manifiesta que tiene una propiedad sobre la misma calle a la altura del n° 621, en la que viven sus padres en la parte delantera y alquilan a terceros en la parte de atrás de la misma. Asimismo, afirma que esta propiedad se encuentra casi enfrente de la de la actora, la cual tiene acceso a la vía pública a través de un pasaje que tiene un portón que se encuentra cerrado al público en general. Entiende que el inmueble de la actora no recibe servicios municipales y que el mantenimiento del pasaje a la vía pública, de unos 50 metros de longitud, lo realizan los propios vecinos comuneros.Afirma que los servicios municipales se prestan en forma "carenciada" (sic) sobre la calle Serpa, que cada tres o cuatro días pasa el camión de recolección de residuos y que la zona se encuentra deficientemente iluminada (fs. 97/98). 

* Hugo A. INGRASSIA, domiciliado en calle Córdoba 597 de Luján de Cuyo. Manifiesta conocer a la actora por ser vecino y a la demandada por ser usuario y que no le comprenden las generales de la ley. Expresa que su propiedad se halla en la esquina de Serpa y Córdoba, enfrente de la propiedad de la actora, la que tiene acceso a calle Serpa a través de un portón que da a un "ripiado" (sic) de unos cincuenta o sesenta metros de longitud. Manifiesta que este pasaje no recibe servicio municipal alguno y que es mantenido por los vecinos que lo usan. Manifiesta que, inclusive, los servicios prácticamente no se brindan ni siquiera sobre calle Serpa (fs. 99 y vta.). 

C) Informativa. 

A fs. 122/123 obra informe del Registro de la Propiedad, el que remite copia certificada de la matrícula n° 138.092/6, correspondiendo a un inmueble cuyo actual propietario es "LIZETA S.A." (Asiento A2), y en la que figura la constitución de derecho real de servidumbre permanente y gratuita de paso a su favor, en calidad de fundo dominante, a partir del 17.05.2000 (Asiento D1). 

III. LA SOLUCIÓN DEL CASO. 

Cuestión previa. 

La declaración testimonial de la Sra. Mónica F. NAJURIETA ha sido tachada por la demandada y Fiscalía de Estado, por considerar que ha sido parcial por la amistad que manifestó mantener con el representante de la actora y por el interés que expresó tener en la resolución del litigio. La tacha debe desestimarse, atento a que no obstante que la testigo efectivamente realizó tales afirmaciones -lo que previene al juzgador a su respecto-, el Tribunal tiene el deber de apreciar su testimonio de acuerdo a las reglas de la sana crítica (art.207 
C.P.C.) y en el contexto de la causa, es decir, tomando en consideración las demás pruebas aportadas en la causa y las afirmaciones vertidas por las partes en la traba de la litis. A la luz de este criterio, se valorará el testimonio en cuestión, descartando las apreciaciones meramente subjetivas que pueda haber realizado la testigo. 

Circunstancias confirmadas en la causa. 

Conforme ha sido trabada la litis, la cuestión a resolver en la especie consiste en determinar si es legítima o no, la decisión originaria de la Municipalidad de Luján de Cuyo por la que se dispuso no dar de baja en la facturación de servicios municipales al predio de la actora ubicado en dicho Departamento. 

En tal sentido, se estima adecuado detallar las circunstancias reconocidas por las partes o que se encuentran probadas en la causa, y que resultan relevantes para resolver el asunto que se plantea en la litis: 

* "LIZETA S.A." es propietaria de un inmueble ubicado en Luján de Cuyo, a la altura de calle Serpa al 717 de dicho Departamento, sin salida propia a calle pública, pero con derecho real de servidumbre permanente y gratuita de paso a partir del 17.05.2000 (fs. 9 vta., 122 vta., todas las testimoniales en sentido concordante a su respecto y constancias de los expedientes administrativos incorporados a la causa). 

* Antes de la mencionada fecha, el inmueble en cuestión fue propiedad de Graciela E. LÓPEZ y Alejandro R. GARBUIO, en forma conjunta y sin derecho real de servidumbre (fs. 122 y vta.). 

* La Sra. Graciela E. LÓPEZ inició en Febrero de 1999 un expediente municipal (n° 1088-L-99), en el que solicitó se le diera de baja en el Padrón n° 34.756 correspondiente al terreno que compró junto a su esposo Alejandro GARBUIO, en consideración a que el mismo se anexaba a la propiedad colindante de éste último, es decir, para formar parte de una única y mayor propiedad ya existente (Expte. adm.n° 1088-L-99). 

* La solicitud de baja antes mencionada tuvo respuesta afirmativa de la Municipalidad de Luján de Cuyo, respecto de cada servicio en particular. Finalmente, se dio de baja al padrón n° 34.756 (fs. 21 de Expte. adm. n° 1086-L-99). 

* En Abril de 2002 el Sr. Alejandro GARBUIO se presenta en representación de "LIZETA S.A." ante el Municipio de Luján de Cuyo e inicia el Expte. adm. n° 1378-2002, en el que manifiesta que en ese momento el padrón municipal n° 34.756 corres-pondía a un predio de su propiedad, y solicita se le dé de baja atento a que no tiene salida a calle pública (Expte. adm. n° 1378-2002). 

* En el expediente mencionado en el punto anterior, la actora manifiesta conocer la existencia de boletas por servicios y deuda por tal concepto respecto del padrón muni-cipal en cuestión (fs. 1 del expte. adm. n° 1378-2002). 

* La Municipalidad demandada realizó una serie de informes en los que consta que los servicios municipales, en relación al predio en cuestión, se prestan principalmente sobre calle Serpa, así como sobre las calles Modesto Lima, Córdoba y Chile (fs. 11 y vta., 13, 15, 16 y 21 del expte. adm. n° 1378-2002). 

* La Dirección de Rentas del Municipio demandado denegó la baja en la facturación de servicios del padrón municipal n° 34.756, correspondiente al predio de la actora en dicho Departamento, por entender que desde que el mismo goza de servidumbre de paso hacia la vía pública -calle Serpa-, accedió a los servicios municipales que sobre la misma se prestan. 

* La mencionada resolución fue impugnada por la actora recorriendo el íter recursivo hasta agotarse la vía, luego de lo cual accedió a esta instancia jurisdiccional en la que se ventila la litis arriba relatada (Expte. adm. n° 1378-2002). 

Solución concreta de la controversia. 

De la anterior relación de hechos y circunstancias confirmados en la presente causa, se estima en concordante sentido con el Sr.Procurador General, que no asiste razón a la actora en su pretensión y que, por lo tanto, corresponde el rechazo de la misma, explicaré por qué. 

Surge claramente de las constancias de la causa que el cambio en la condición tributaria del padrón municipal n° 34.756 se debió a la modificación de la situación del fundo a que el mismo se refiere, el que a partir del 17.05.2000 goza del derecho real de servidumbre permanente y gratuita de paso en calidad de fundo dominante sobre el fundo que históricamente perteneció a la Sra. FIORETTI (fs. 9), accediendo de esta manera en forma autónoma a la vía pública (calle Serpa), lo que hace que efectivamente, en forma directa o indirecta, goce de los servicios municipales (fs. 97 vta.), tales como alumbrado público, recolección de residuos y mantenimiento de la vía pública. 

Atento a ello, no resulta arbitraria el alta en la facturación de tal clase de servicios por parte del Municipio, como tampoco la consiguiente denegatoria de baja del padrón, decisión ésta última contra la cual la actora acciona en esta sede jurisdiccional. 

En efecto, el Código Tributario de la Municipalidad de Luján de Cuyo establece en su art. 103, que los propietarios de bienes raíces ubicados en el Departamento deben tributar por recibir en forma directa o indirecta los servicios municipales tales como alumbrado público, limpieza y riego de calles y cunetas, conservación de arbolado público, etc. 

En relación a ello, se ha probado en la causa que la zona en la que se encuentra el predio de "LIZETA S.A.", con salida a calle Serpa, recibe los servicios municipales, aunque aparentemente en forma deficitaria o por lo menos sin satisfacción por parte de algunos vecinos (ver testimoniales incorporadas a la causa, en especial la de fs.97 y vta.), lo que no obsta a la existencia de su prestación por parte de la demandada. 

Asimismo, resulta necesario tener presente lo establecido en el artículo 10° del Código Tributario Municipal de Luján de Cuyo, el que consagra el llamado principio de la realidad económica, al disponer: "La realidad como base de interpretación y aplicación de las normas: Para determinar la naturaleza de los hechos, actos o circunstancias sujetos a tributación, se atenderá al hecho, acto o circunstancia verdaderamente realizados...". 

Tal como se expresó anteriormente, la actuación municipal impugnada por el actor obedeció a la realidad económica del predio en cuestión, la cual varió en Mayo del año 2000, al pasar a gozar de salida a la vía pública a través de una servidumbre de paso, la cual, en concreto, tiene las características de un pasillo comunero de índole privada (ver declaraciones testimoniales de la causa y plano de mensura de fs. 29), por el cual los vecinos, propietarios de los distintos fundos colindantes, acceden a la calle Serpa de Luján de Cuyo, en la que el Municipio presta -mal o bien- sus servicios. 

Sostener lo contrario equivaldría a establecer el deber de eximición de tributar tasas municipales respecto de toda propiedad raíz que no tuviese acceso directo desde/hacia la vía pública, como por ejemplo las ubicadas sobre un pasi llo o pasaje privado, como en el caso de marras, generándose así una desigualdad ante la ley que no sólo se encuentra vedada por nuestra Carta Magna, sino que además se encuentra prevista co-mo base del impuesto y de las cargas públicas (art. 16 
C.N., art. 32 
de la Const.Prov.). 

A mayor abundancia, se advierte que la actuación administrativa traída a estudio del Tribunal, no resulta violatoria de los parámetros establecidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en relación al establecimiento y cobro de tasas municipales, los que hemos tenido oportunidad de recordar en diversas ocasiones (L.S. 218-482; 352-60; 388-118): 1. Asigna a la tasa naturaleza tributaria. 2. La deriva del poder de imperio del Estado. 3. La condiciona a la existencia de una relación directa entre la prestación y un servicio efectivamente prestado por el Estado. 4. Reclama que su monto guarde razonable proporción con el costo del servicio que retribuye. 5. Admite que para la fijación de la cuantía se tome en cuenta no sólo el costo efectivo del servicio, sino la capacidad contributiva de los contribuyentes. 6. Demanda que se esté en presencia de servicios efectivamente prestados. 7. Requiere que el servicio sea prestado con generalidad y sufragado por todos en proporción al provecho que ocasiona a la comunidad. 8. Descarta que el contribuyente pueda liberarse del pago aduciendo carecer de interés en la prestación del servicio público. 

Por otra parte, la actora alega desproporción entre las prestaciones que brinda el Municipio demandado y el monto de las tasas que se le facturan, citando al efecto jurisprudencia del Tribunal, mas no ha demostrado tal afirmación en estos obrados, inclusive, de las constancias del mismo surge prima facie la ausencia de tal exorbitancia (ver montos consignados a fs. 23/25 del expte. adm. n° 1378-2002). 

En relación a ello, este Tribunal ha expresado en innumerables ocasiones que el proceso contencioso-administrativo abre la posibilidad del ingresar al conocimiento ple-no de las cuestiones discutidas y que, consecuentemente, como la prueba es un elemento vital del proceso que lleva a producir el convencimiento o certeza sobre los hechos con-trovertidos (L.S.325-161; 344-104; 401-115, entre otros), la insuficiencia de la aporta-da por el actor, como sucede en este caso, impone rechazar la demanda. 

Lo expresado hasta el momento me lleva al convencimiento que los actos admi-nistrativos impugnados por la actora no adolecen de ninguno de los vicios que se les endilgan, correspondiendo el rechazo de la demanda, si es que mis distinguidos colegas de Sala comparten la opinión. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión el Dr. ROMANO y el Dr. ADARO, adhieren al voto que antecede. 

A LA SEGUNDA CUESTION EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

Corresponde omitir pronunciamiento sobre este punto, puesto que ha sido planteado para el eventual caso de resolverse afirmativamente la cuestión anterior. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión el Dr. ROMANO y el Dr. ADARO, adhieren al voto que antecede. 

A LA TERCERA CUESTION EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

Atento el resultado al que se arriba en el tratamiento de las cuestiones anteriores, corresponde que las costas deben ser soportadas por la parte actora vencida (Art. 36 
del C.P.C.) 

Dado que en autos no existió reclamo económico concreto, pues la cuestión se limitó a analizar la legitimidad de la decisión administrativa originaria denegatoria de la baja en la facturación de servicios al padrón municipal correspondiente a una propiedad raíz de la actora, a los efectos regulatorios se respetarán las pautas señaladas por el art. 10 de la Ley Arancelaria local. A ese fin, se valora la efectiva labor profesional desarrollada por los letrados intervinientes, la aptitud de los fundamentos expuestos en sus respectivos escritos obrantes a fs. 10/16, 34/38 vta., 41/42, 48/50 vta., en relación a las razones que avalan la decisión que se adopta en el presente. Se pondera asimismo la prueba rendida -instrumental, informativa y testimonial-, el tiempo que ha insumido la tramitación del proceso -prácticamente dos años-, desde su inicio el día 14.08.2009.Por todo ello se considera justo y equitativo fijar en $ 5.000 los honorarios por el patrocinio de la parte ganadora. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión el Dr. ROMANO y el Dr. ADARO, adhieren al voto que antecede. 

Con lo que se dio por terminado el acto, dictándose la sentencia que a continuación se inserta: 

S E N T E N C I A : 

Mendoza, 27 de julio de 2.011. 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva, 

R E S U E L V E: 

I. Desestimar la acción procesal administrativa deducida a fs. 10/16 por "LIZETA S.A." 

II. Imponer las costas a la actora vencida (art. 36 del C.P.C. y 76 
del C.P.A.). 

III. Regular los honorarios profesionales de la siguiente manera: Dr. Miguel A. RISSO PATRÓN, en la suma de pesos . ($ .); Dr. Luis G. GARCÍA GARABANO, en la suma de pesos . ($ .); Dr. Pedro A. GARCÍA ESPETXE, en la suma de pesos . ($ .); Dra. Alicia LÓPEZ, en la suma de Pesos . ($.); Dr. Juan Carlos DE LA RETA en la suma de pesos . ($ .) y Dra. Graciela E. LÓPEZ, en la suma de pesos . ($ .). 

IV. Dése intervención a la Caja Forense y a la Dirección General de Rentas. 

Regístrese. Notifíquese y devuélvanse a origen las actuaciones administrativas acompañadas. 

Dr. Jorge Horacio NANCLARES 

Dr. Fernando ROMANO 

Dr. Mario Daniel ADARO 


